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				A pesar de que la mía es historia, no la empezaré por el Arca de Noé y la genealogía de sus ascendientes como acostumbran hacerlo los antiguos historiadores…

			

			Esteban Echeverría - 1840

		

	
		
			Prólogo del autor

			El presente trabajo es producto de un análisis desapasionado acerca de distintos momentos históricos vividos por la sociedad argentina durante casi dos siglos.

			En el mismo he constatado que, desde el primer tercio del siglo XX, la corriente historicista conocida como «revisionismo» había hegemonizado el relato histórico en el país y que su influencia, como visión política en casi todo el espectro, había logrado oscurecer y distorsionar toda la historia argentina desde la presidencia de Rivadavia hasta nuestros días.

			La sucesión histórica desde Rosas hasta Perón como una línea de continuidad nacional y popular que reivindica esta corriente, expresa uno de los principales nodos conceptuales que lograron enturbiar la comprensión del pasado para interpretar el presente.

			El triunfo del pensamiento histórico revisionista, totalmente identificado con el populismo autoritario como política de Estado a partir del golpe militar de 1943, se hizo más evidente con su transformación en representante de la concepción oficial de la historia argentina. El populismo como forma política de esta corriente, se ensambla con el nacionalismo económico y, juntos, protagonizaron el pensamiento político que lideró el rumbo de fracasos que ha marcado la historia argentina.

			Las ideas dominantes juegan un papel importante en la vida de las naciones. Superar aquellas que han contribuido a mantener un statu quo social y cultural es tarea de todo momento histórico, aunque la posibilidad de hacerlo depende de factores sociales complejos y determinadas correlaciones de fuerza entre las clases sociales.

			Este trabajo intenta confrontar con el pensamiento histórico revisionista y con la forma política adoptada: el nacional-populismo. Esta concepción tiene un estrecho vínculo con el hilo conductor del estancamiento, la corrupción política, la miseria física y la pobreza extrema en Argentina. Se propone como un material político que colabore, dentro de sus posibilidades, en la tarea de superar las ideas que sostuvieron el sino de autoritarismo y corrupción que ha atravesado la vida de los habitantes de esta nación por muchos años.

			Es mi interés que los lectores realicen su análisis sin sospechas o pasiones ideológicas que puedan enturbiar una labor realizada con honestidad intelectual y sin prejuicios.

			Hago mías las palabras con las cuales el poeta Virgilio explica a Dante el significado del texto escrito en las puertas del infierno:

			
				
					Conviene abandonar aquí todo temor,
					conviene que aquí termine toda cobardía.
				

			

			
				Miguel Ángel Mieres

				Buenos Aires, septiembre de 2014

			

		

	
		
			I - Luces y sombras de la historia

			
				
					Los hombres hacen su propia historia, pero no la hacen a su libre arbitrio, bajo circunstancias elegidas por ellos mismos, sino bajo aquellas circunstancias con que se encuentran directamente, que existen y transmiten el pasado.

				

				Carlos Marx - 1852

			

			Cuando se inicia el movimiento revolucionario de 1810 en el Río de la Plata el mundo burgués continuaba su avance en los principales países europeos. Lo nuevo conquistaba de forma arrasadora cada enclave del antiguo régimen. Las consecuencias de la revolución de 1789 escaparon de las fronteras de Francia y con ropajes imperiales intentaban expandir, a su manera, las ideas de libertad, igualdad y fraternidad bajo la férula napoleónica. España no escapa a la pretensión burguesa y su monarquía borbónica es reemplazada por otro Bonaparte, despótico y mediocre.

			Este hecho histórico desata el caos en las colonias españolas de esta región del mundo con lo que se inicia un camino de liberación del yugo español aunque sin claridad —excepto en un pequeño núcleo de intelectuales— acerca de cuál sería el rumbo a tomar.

			Como indica la experiencia histórica, las revoluciones devoran a sus padres y enfrentan a sus hijos; aquello que con el tiempo sería la Argentina, no escapa a ese destino trágico.

			Este trabajo no pretende ser un resumen de historia argentina. Su objetivo, en cambio, se orienta a ser un análisis político y económico que ayude a comprender a un país que lleva casi 200 años de esperanzas y decepciones que, agudizadas en los últimos 70 años para la gran mayoría de su población, han significado un movimiento oscilante y cíclico, con cortas etapas de grandes esperanzas no basadas en un análisis objetivo, que se continuaban en períodos, casi cíclicos, de descenso a los infiernos. Estas etapas negras siempre estuvieron signadas por la decepción y la desintegración social más reaccionaria. Este carácter social hay que buscarlo en su historia, en la forma en que los hombres se relacionaron entre sí, desde los jóvenes años de una sociedad burguesa naciente que no logró concretarse como república democrático sólida.

			Intenta también describir en su historia la evolución de las relaciones de producción1 y su adecuación mediante reformas al desarrollo de las fuerzas productivas2 materiales de la sociedad.

			Los hitos históricos que fueron y son señalados como parte de un pasado glorioso, solo manifestaron la voluntad facciosa de un sector dominante para canalizar la totalidad del excedente del producto social en beneficio propio. A partir de esto, la Constitución Nacional como voluntad de la clase burguesa es sistemáticamente violada para el exclusivo beneficio de la fracción hegemónica gobernante.

			La lucha entre los sectores propietarios por la distribución del excedente del producto social es un común denominador de la evolución capitalista de una nación. En el caso argentino se manifestó como la necesidad de organizar toda la vida económica, política y cultural al servicio exclusivo y excluyente de un sector de la clase dominante.

			El proyecto de la generación de 1880, aunque no fue el único, es ejemplificador como caso típico de hegemonía política y social.

			La competencia interburguesa no es producto de una decisión voluntaria de los propietarios: ellos serían más felices con la unión de los patrones y sin reclamos de sus asalariados. Si no tuvieran que lidiar con la lucha de los obreros —frente a lo cual deben invertir y sacrificar cuota de ganancia— cuando llegaran al mercado con sus productos, estos no se venderían por no poder competir en precio con las producidas por otros concurrentes. Ser competitivo en el mercado es una imposición económica inevitable para los capitalistas a fin de lograr que el proceso final termine en ganancia media. Paradójicamente, son las luchas de los obreros para mejorar sus condiciones de vida las que posibilitan que los capitalistas crezcan.

			Cabe señalar que la lucha interburguesa que dinamiza el desarrollo de las fuerzas productivas es una manifestación aparente a través de la cual se expresa la lucha de clases como sustrato de las relaciones entre los hombres. En una sociedad esencialmente capitalista, los distintos sectores burgueses concurren al mercado motivados y presionados por la demanda de sus trabajadores que aspiran a mejorar sus condiciones de existencia. De esta manera, el ciclo económico objetivo le impone a cada uno de aquellos invertir para revolucionar las condiciones técnicas de trabajo, mejorar la competitividad e incrementar su masa de ganancia.

			En las etapas juveniles de la sociedad burguesa, la lucha entre los sectores sociales que representan lo nuevo, queda aparentemente subordinada hasta que la nueva burguesía logra imponer su propia hegemonía política sobre la vieja sociedad. Esta nueva hegemonía le permite abrir el camino para generalizar, sin límites legales, sus propias relaciones de producción y favorecer así el desarrollo de nuevas fuerzas productivas.

			La posterior búsqueda del poder político por fracciones de las clases dominantes se vincula con adecuaciones a las relaciones de producción que son, en realidad, cambios y reformas de esas relaciones para ajustarlas en beneficio propio.

			Este trabajo se propone profundizar en la dinámica de las relaciones de producción que representó la comedia humana argentina en cada momento de su historia. Esto nos permitirá aproximarnos a la comprensión del sustrato de los enfrentamientos que signaron sus triunfos y fracasos y que estuvieron siempre relacionados al movimiento de la sociedad civil 3 en sus alcances y limitaciones.

			Lo que vivió Argentina los primeros años de su historia —especialmente en el período que se extiende entre 1820 y 1861— fue justamente la dinamización social en el marco de esas contradicciones al interior de las clases dominantes que, finalmente, se expresará en la supremacía de un sector determinado de dichas clases. En ese período de nuestra historia se acrecentó la supremacía social de la clase de los terratenientes y su alianza con la burguesía comercial; la sociedad esperó mucho tiempo para que otra clase social marcara el rumbo nacional.

			El cambio se produjo casi 80 años después, durante la segunda y tercera década del siglo XX cuando la burguesía como clase, y esencialmente su burguesía industrial, logra una presencia económica importante aunque su liderazgo social y político no se manifestó hasta más tarde; pero este es un tema complejo que analizaremos con más detalle en otros capítulos.

			Paralelamente a este fenómeno, la clase obrera crece de forma cuantitativa y aparece en la escena social como clase en sí.4 Carece de independencia política, organizativa y cultural, alistándose, en consecuencia, a partir de la cuarta década del siglo XX, detrás de fracciones de esa burguesía industrial joven en sus expresiones políticas y organizativas.

			Esta permanente incapacidad de la Argentina de transformarse en un país democrático-burgués, integrado, serio y predecible en términos internos y externos, no dependió de la mala voluntad de los terratenientes o de las distintas facciones burguesas y sus alianzas internacionales. Tampoco del militarismo como representante de la oligarquía, aunque unos y otros manifestaron siempre un espíritu tenazmente reaccionario y depredador sobre el resto de la sociedad.

			Las causas debemos buscarlas en la debilidad sistémica de las clases trabajadoras, en su escaso peso social cuantitativo entre 1880 y 1930 y en la carencia de independencia política, organizativa y cultural, durante toda la segunda mitad del siglo XX.

			Las propias limitaciones de la sociedad civil en general deben ser buscadas en el nacionalismo y el populismo de las masas trabajadoras.

			Esta ideología nacional-populista ha mantenido durante 60 o 70 años a la clase trabajadora como rehén de uno u otro sector, de una u otra fracción burguesa, y bajo la dirección política del populismo en sus dos variantes: oligárquica y plebeya. Estas variantes del populismo reaparecerán en otras partes del trabajo y responden a una forma distinta de relación entre los líderes —por las características de estos— y la «masa popular»; por supuesto, no es ajeno a esta forma política el escaso nivel de desarrollo alcanzado por la sociedad civil y la propia historia del país.

			Nuestra historia política nos indica que el nacional-populismo no es una exclusividad de ciertos movimientos tradicionales y sus variantes modernizadas; atraviesa de manera transversal a los partidos de casi todo el espectro político y a toda la sociedad civil, esencialmente a los sectores asalariados que fueron y son las principales víctimas de un patrón de pensamiento y una política que siempre los subordinó al populismo nacional.

		


	
		
			II - Reseña política y social del siglo XIX


			
				
					Nada más frecuente que confundir la expresión revolución norteamericana con la reciente guerra norteamericana. La guerra norteamericana ha terminado, pero dista de ocurrir lo mismo con la revolución norteamericana. Por el contrario, apenas si ha comenzado el primer acto del gran drama.

				

				Benjamin Rush - 1787

			

			A principios del siglo XIX, en el año 1818, finalizada la guerra de liberación nacional, se inicia en el nuevo país independiente un período de enfrentamientos políticos armados que ocuparon más de 40 años de la historia nacional. En el gran drama de las Provincias Unidas del Río de la Plata, la constitución del Estado nacional y la revolución de la sociedad civil debieron esperar muchos años hasta perfilar un país definidamente burgués.

			Durante esta primera etapa comienza la influencia política de un personaje histórico sobre quien continúan emitiéndose opiniones contradictorias acerca de su papel desempeñado en la joven sociedad: Bernardino Rivadavia.

			El período presidencial de Rivadavia inicia una etapa de  importantes confrontaciones políticas acerca de las características que debería adoptar el proceso de organización nacional; confrontación que definiría gran parte de la historia posterior. Lo que diferenció a los grandes sectores en pugna estaba vinculado a concepciones distintas en relación a la organización política de las Provincias Unidas y a la forma de desarrollo capitalista en el agro; en esta última, a dos formas diferentes de incorporar el trabajo en el medio rural.

			Rivadavia fue un personaje controvertido. En su misión diplomática a Europa junto a Manuel Belgrano, compartió con este el estudio de los principios económicos y políticos de los fisiócratas; consideraba al trabajo de la tierra la base del progreso social. En ese sentido era un hombre de la joven burguesía, pero sus aspiraciones políticas y sus actitudes frente a la democracia distaban mucho de las de un hombre abierto y democrático. Sus inclinaciones estaban vinculadas a concepciones cercanas al despotismo ilustrado, deformación bastante común en el seno de la pequeño burguesía intelectual de su época. Rivadavia comenzó a tener protagonismo en la política interna desde los tempranos años de la revolución y, luego de variadas funciones públicas, en 1826 accede al sillón presidencial.

			En las Provincias Unidas, la ganadería comenzaba a representar la actividad económica más importante adquiriendo rasgos bien marcados de producción mercantil. No se faenaba solo para consumo familiar sino, principalmente, para su venta en el mercado tanto interno como externo.

			Hasta las primeras décadas del siglo XIX, la hacienda vacuna poblaba una gran porción del territorio de lo que más tarde será lo que hoy conocemos como la Provincia de Buenos Aires, extendiéndose al norte, oeste y sur de los territorios del Río de la Plata. Su crecimiento se basaba exclusivamente en factores agroclimáticos y la reproducción natural. Las pocas cabezas introducidas por la conquista española, sin limitaciones climáticas ni enemigos naturales, se reprodujeron activamente y cubrieron casi toda la región pampeana.

			La apropiación privada de esos animales cimarrones estuvo acompañada desde un principio por la cesión de tierras por parte del Estado colonial a comerciantes y funcionarios del virreinato. Esta modalidad de apropiación del suelo no cambia después de 1810.

			El único intento institucional de modificar esa apropiación selectiva lo encontramos en un proyecto impulsado por el controvertido Bernardino Rivadavia con la denominada Ley de Enfiteusis5 sancionada en mayo de 1826 bajo su presidencia. La cesión estatal de tierras de propiedad pública para su entrega en enfiteusis entró en vigor a partir del 1 de enero de 1827 y su plazo de vigencia se establecía en 20 años.

			La primera medida aplicada en relación a esta ley fue prohibir la apropiación de nuevas tierras públicas por parte de la antigua oligarquía terrateniente de Buenos Aires que, hasta ese momento, se había apropiado de millones de hectáreas desde antes de 1810 y después hasta 1826. Para la ley, las tierras apropiadas hasta esa fecha tendrían garantizado el derecho de propiedad por parte del Estado.

			La nueva situación establecía, simplemente, la prohibición de continuar la entrega de tierras públicas a los terratenientes. De esta forma millones de hectáreas en manos fiscales, libres por el momento de la apropiación entre particulares, configuran el nudo legal del problema que separaba las expectativas del gobierno de Rivadavia de las aspiraciones de la oligarquía terrateniente.

			Afirmar el carácter de dominio público de la tierra estaba relacionado con la necesidad de las Provincias Unidas de tomar créditos en metálico que, además de permitirle afrontar las consecuencias económicas de la guerra con Brasil y el mantenimiento de un exacerbado crecimiento del Estado por la dimensión de su aparato burocrático y militar, tuviera otros objetivos modernizadores.

			El dinero se destinaría a la construcción del puerto de Buenos Aires, a fundar poblaciones en la frontera y a dotar de agua a la capital, como así también a fundar, en 1826, el Banco de las Provincias Unidas del Río de la Plata conocido vulgarmente como Banco Nacional.6

			Después de dos años de embestida terrateniente constante en contra de la ley, esta quedó totalmente desvirtuada en 1828 y nada de lo proyectado se concretó.

			La propiedad estatal de la tierra pública era la condición necesaria para que esa forma de propiedad operase como garantía de la nación para la toma de un préstamo con el capital bancario internacional destinado a las Provincias Unidas y conocido como «empréstito Baring Brothers».

			Independientemente de las motivaciones que llevaban a proponer esa forma de nacionalización del suelo —más precisamente, de la conservación estatal de la propiedad de la tierra— la ejecución de la ley hubiera significado un incremento del peso social de una incipiente burguesía agraria en la nueva sociedad en detrimento del poder social de la oligarquía, debido a que el sistema de enfiteusis proyectaba la entrega de las tierras en unidades económicas para el desarrollo capitalista en el agro.

			El costo del canon o renta entregada por el usufructuario sería inferior a la ganancia agraria, lo que permitiría una acumulación rápida de capital en la agricultura; proceso este independiente de la voluntad y motivaciones de aquellos que impulsaban el proyecto el cual, luego, sería derrotado en un sentido reaccionario.

			Esta norma legal se combinaba con un vigoroso proceso inmigratorio y, sobre esa nueva base poblacional, se concretaría la cesión de tierras productivas en enfiteusis. Era condición que aquellos enfiteutas que llegaran como inmigrantes al país se inscribieran a tal fin y se establecieran en las explotaciones convirtiéndose así en futuros capitalistas agrarios. Significaba la distribución de tierras según calidad y aptitud en unidades productivas —no solo para la ganadería, sino esencialmente para la producción agrícola— que posibilitara un crecimiento de la producción de granos con destino al mercado interno y fundamentalmente para un comercio mundial en expansión.

			La exportación de granos se imponía como una necesidad de primer orden. Es importante tener en cuenta que la balanza comercial en 1825 era netamente deficitaria. Se exportaban cueros y tasajo por 3,8 millones de pesos fuertes y las importaciones ascendían a 7,55 millones de la misma moneda. Ese déficit de la balanza comercial se acumulaba e incrementaba el déficit de las cuentas nacionales, a lo que se sumaba el sobrecosto derivado de un estado de guerra permanente.

			La oligarquía terrateniente de ese momento, liderada por sus facciones más conservadores —proveedores de tasajo al ejército en el frente— se negó a la distribución de tierras públicas a extranjeros recién llegados de Europa, y se prepararon políticamente a tal efecto.

			Años más tarde, el revisionismo histórico cargó contra el empréstito de Baring Brothers —el cual sin duda fue leonino en sus condiciones y tipo de interés— pero el ataque se hizo como una forma de desprestigiar el carácter burgués progresista de la Ley de Enfiteusis, acusándola de ser una excusa ideológica que justificaba el empréstito, en una clara defensa de la oligarquía terrateniente.

			Con esta acusación al empréstito de Baring Brothers se desprestigiaba el espíritu original de la ley, ya que su modificación posterior a 1828 posibilitó la apropiación privada de millones de hectáreas. El uso que los terratenientes hicieron de esta ley se extiende por años. La clase dominante no solo acrecentó sus propiedades a expensas de las tierras públicas, sino que, políticamente, encubrió esa apropiación con renovados argumentos contra el empréstito, sin que los fondos recibidos a través del crédito fueran destinados al cumplimiento de los objetivos originarios.

			El empréstito de Baring Brothers persistió muchos años en el entramado político de esa época. Siempre utilizado como telón de fondo para ocultar manejos políticos cuestionables agitando la «bandera nacionalista» ante el préstamo leonino. Es interesante destacar que, entre 1838 y 1844, el dictador Juan Manuel de Rosas hizo ingentes ofertas de cancelar la deuda con la Baring Brothers entregando en pago las Islas Malvinas. Las instrucciones dadas por Rosas el 21 de noviembre de 1838 a Manuel Moreno —ministro argentino en Londres— fueron:

			
				Insistirá así que se le presente la ocasión oportuna en el reclamo respecto de la ocupación de las Islas Malvinas y entonces explorará con sagacidad, sin que pueda trascender, la idea de este gobierno sí habría disposición en el de S. Majestad Británica a hacer lugar a una transacción pecuniaria que sirve para cancelar la deuda pendiente del empréstito argentino.7

			

			Con posterioridad, Rosas designó al ministro Manuel Insiarte para que negociara con los ingleses la entrega de las Islas Malvinas en pago de la deuda, aunque Lord Aberdeen, ministro de Relaciones Exteriores del Reino Unido, rechazó la propuesta.

			La historia demuestra que la bravuconada nacionalista poco tiene que ver con la realidad histórica y que quien apareció como el nacionalista defensor acérrimo de tales «irredentos» territorios, fue en su momento solo un pragmático «liberal» que buscaba una solución al problema de las cuentas nacionales.

			La historia del nacional-populismo está plagada de estos relatos que hacen aparecer posiciones mezquinas y falsas como manifestaciones épicas en la vida de la nación. Cabe enfatizar que estas medidas, siempre tomadas en la soledad del poder por voluntad del líder son, por su propia génesis, contrarias al interés público y a la soberanía ciudadana.

			Volviendo al problema de la apropiación de tierra por parte de la oligarquía terrateniente, esta se adueñó de tierras y ganados durante todo el período colonial y también después de la declaración de la independencia. Dentro de su proyecto estaba continuar la expansión del negocio ganadero basado en la exportación de cueros primero y en el tasajo después y para ello el monopolio de la tierra era una condición sine qua non.

			Tal como estaba planteada, esta actividad ganadera se caracterizaba, por un lado, por no requerir de ninguna técnica productiva específica, y por otro, por utilizar muy poca mano de obra, la que era cubierta con facilidad por paisanos desposeídos, «gauchos» matreros y marginales rurales, que con el tiempo se transformarían en asalariados.

			En 1826 y como complemento de la ley, Rivadavia impulsó —por medio de un decreto presidencial— la creación de una Comisión Inmigratoria encargada de organizar y ejecutar el proceso inmigratorio que representaba la condición poblacional para la concreción de la misma.

			Fue fácil para la oligarquía tradicional subordinar a Rivadavia al Congreso y boicotear el proyecto al instalar en dicha comisión una junta directiva formada por representantes de las familias Anchorena, Aguirre y otras reconocidas familias patricias y en la cual participa también el propio Juan Manuel de Rosas; todos reconocidos grandes terratenientes desde hacía una centuria.

			El estancamiento que esa comisión buscaba, y finalmente logró, le permitió llegar hasta 1828, año en el cual, y con dominio absoluto en la legislatura —constituida por los mismos terratenientes—, se modifica la esencia de la Ley de Enfiteusis. La ley se reestructura, lo que da lugar a la posibilidad que antiguos enfiteutas —ellos mismos— pudieran continuar con la adquisición de nuevas tierras fiscales. De esta manera se favorecía, con el aval del Estado, la apropiación y concentración del suelo entre 150-200 familias de la oligarquía.

			Con la aplicación de esta ley y el manejo de la misma por la oligarquía, hacia 1830 se habían repartido 8,6 millones de hectáreas entre menos de 550 propietarios, muchos de ellos ligados por lazos parentales. Se desbarata así el objetivo de impulsar un proceso de producción agraria basado en una agricultura moderna de granos y carnes, asentado sobre una base social amplia de productores independientes. A la vez, se desvirtúa el proyecto que pretendía favorecer el desarrollo de fuerzas productivas por medio de la expansión de un agro moderno y burgués, favoreciéndose en cambio la consolidación de la oligarquía terrateniente como clase y la concentración del suelo en sus manos.

			El carácter mercantil de los productos del agro, en tanto concurrían a mercados internos y externos, constituían embriones de capitalismo que condenaban históricamente a la oligarquía; aunque el poder de esta clase en el modo de producción existente era inapelable.

			El impulso temprano del proyecto, con un balance de fuerzas desfavorable para los sectores inclinados al progreso burgués, terminó en una paradoja: la ley que nació como un proyecto de estatización del suelo para el impulso de la economía campesina burguesa, terminó convertida en la palanca de la oligarquía para una de las mayores concentraciones de tierras en manos de algunas familias terratenientes que pretendían el usufructo del suelo como medio de acumulación de riqueza sin transformarla en capital.

			Durante la década de 1820, en lo político, se empiezan a definir las bases del enfrentamiento entre el Movimiento Federal y el Partido Unitario. En este período juega un importante papel el Coronel Manuel Dorrego, hombre muy influenciado por la revolución democrática y federal en EE. UU., lugar donde había residido algunos años. Dorrego regresó al país con la idea de emular el proceso de América del Norte. Su concepción federal se basaba en una nación burguesa, democrática y federativa, que conjugara el desarrollo del agro y la industria manufacturera.

			En la actividad política dentro del país, sus diferencias acerca de la forma de organización política federal de la nación determinan un enfrentamiento con Bernardino Rivadavia, de concepciones fuertemente centralistas. El ascenso de Manuel Dorrego a la gobernación de Buenos Aires, se produce a posteriori de la renuncia de Bernardino Rivadavia a la presidencia en 1828. El acuerdo firmado por Manuel García con Brasil para la finalización de la guerra, por el cual el gobierno del Río de la Plata cedía a la Banda Oriental, es calificado como «deshonroso» por el presidente Rivadavia y provoca su renuncia como mandatario.

			La continuidad de la guerra dividía a las clases dominantes. Si bien un grupo de fuertes terratenientes se beneficiaban por los contratos de abastecimiento de tasajo y aperos en el frente, otros sectores de la oligarquía ganadera que se vinculaban al comercio con Europa y las burguesías comerciales del puerto de Buenos Aires, veían cómo se restringían sus negocios debido al bloqueo brasileño sobre el puerto de Buenos Aires. La reducción del movimiento de mercancías que ello generaba acrecentaba los problemas de balanza comercial y provocaba que el gobierno de las Provincias Unidas acrecentara su déficit del balance de pagos. Las exigencias de mantener una guerra que llevaba años habían generado una situación económica ruinosa para las arcas fiscales. La lucha al interior de las clases dominantes que empujaba a la finalización de la guerra y la independencia de la Banda Oriental una vez producida la renuncia de Rivadavia, abre el camino político para el posicionamiento de Manuel Dorrego.

			La actividad política de Dorrego lo condujo primero a la legislatura provincial, donde destaca como «tribuno de la plebe» con apoyo urbano y fundamentalmente rural; y en su última etapa accedió a la Gobernación de Buenos Aires en representación de una fracción institucionalista del Movimiento Federal.

			El proyecto político de Dorrego pretendía imitar el desarrollo del proceso revolucionario norteamericano en los estados del noreste de la Unión, aunque las realidades de ambos países, en lo que se refiere a la madurez de las relaciones de producción burguesas, distaban de tener grandes semejanzas pues estaban en fases distintas de desarrollo. Como ocurrió con otros personajes de la historia argentina, sus ideas fueron distorsionadas y aprovechadas en un sentido reaccionario identificándolo como un individuo de la Argentina  terrateniente y partidario de un federalismo pastoril y autoritario; en su caso, esa trasmutación fue elaborada por el revisionismo histórico partidario de Rosas.

			Una vez en el gobierno, las presiones sobre Dorrego por parte de los sectores de las clases dominantes que impulsaban el fin de la guerra y el retorno la «normalidad» comercial y exportadora, lo llevan a aprobar y declarar la finalización del conflicto con Brasil y favorecer la independencia de la Banda Oriental, hecho que desemboca en la libre circulación del Río Uruguay. La burguesía comercial porteña y los terratenientes exportadores estaban entre quienes impulsaban esa posición.

			Esto conduce a un estado deliberativo en el seno del ejército, continuado por el estallido de las fuerzas armadas en el frente bélico. Reclamaban que se había traicionado a las tropas que habían participado en el conflicto con Brasil. La oficialidad que había dirigido militarmente la guerra consideraba cercana la victoria y, por lo tanto, la incorporación de la Banda Oriental al gobierno de Buenos Aires. La paz ofrecida desde Buenos Aires, que favorece la formación de la Banda Oriental como estado independiente, fue considerada una traición hacia quienes habían luchado por la permanencia de aquella en las Provincias Unidas. Como consecuencia de esta situación el General Juan Lavalle avanza sobre Buenos Aires con apoyo del Partido Unitario en un claro intento de golpe de Estado.

			Prisionero entre las luchas de unitarios y federales y la imposibilidad política de canalizar el país en un sentido democrático y federal, Manuel Dorrego cae derrotado en Navarro como consecuencia del levantamiento unitario y es fusilado por orden de Lavalle.

			El fusilamiento de Dorrego genera una situación de gran inestabilidad política y el inicio de una guerra civil en el país que se prolongaría durante varios años. En esa situación, las Provincias Unidas del Río de la Plata demostraron una total incapacidad social y política de generar una salida progresista para el surgimiento de una nueva nación.

			El vacío político generado por la muerte de Dorrego fue utilizado para el inicio de la primera etapa gubernamental de Juan Manuel de Rosas que, con alguna intermitencia se prolonga hasta 1852.

			Rosas8, hombre de la oligarquía terrateniente tradicional del Río de la Plata, tenía ascendientes que se remontaban al siglo XVII en términos de propiedad, influencia económica y participación política durante el período colonial.

			Hasta la promulgación de la Ley de Enfiteusis era considerado un dirigente social por la clase de los ganaderos, y en la lucha contra esta ley fue apoyado por el partido del orden9 integrado por facciones terratenientes, financistas y burgueses comerciales unificados en mantener el statu quo que se asentaba en la producción de carnes y cueros para su comercialización desde el puerto de Buenos Aires.

			Como terrateniente, era un productor de mercancías primarias y no se oponía al desarrollo comercial de lo que en aquel entonces era la Provincia de Buenos Aires, aunque siempre en base a la explotación ganadera natural basada en la gran propiedad del suelo. Por su mismo carácter comercial, este modelo de desarrollo conduce hacia la producción capitalista, aunque de manera lenta por no estar originado en la explotación de trabajo asalariado. Es un modelo que no favorece a la acumulación de capital, como veremos en el capítulo III.

			En medio del vacío político y en el marco de la guerra civil, Rosas asume como Restaurador de las Leyes e Instituciones de la Provincia de Buenos Aires, con la suma de poderes otorgado por la legislatura hasta que se hiciera efectiva una nueva reunión legislativa en Buenos Aires. Con esta medida, aunque solo fuera por un período de tres años, la legislatura estaba declarando su propia autodisolución, generando un antecedente práctico que se manifestó con claridad en el segundo gobierno de Rosas.

			Cuando en 1832, la legislatura dominada por «federales doctrinarios» le niega la extensión de la condición de plenos poderes por inexistencia de razones institucionales para hacerlo, luego de una dura resistencia por parte de Rosas, este termina por renunciar y dejar el camino libre a un hombre del federalismo histórico: Juan Ramón González de Balcarce. Este, cercano a los federales doctrinarios, terminaría siendo funcional al proyecto de Rosas, aunque fuera derrocado finalmente por la Sociedad Popular Restauradora.

			Rosas aspiraba a la suma del poder y no entraba en sus planes ninguna alternativa de gobierno sometida al control público. Cuando en 1835 logra su segundo mandato estaban dadas las condiciones para sus aspiraciones. Su perfil de hombre de pocos escrúpulos y total falta de concepciones democráticas otorgan un matiz personalista y autocrático a su gobierno. Este se caracteriza por ser la representación política de los grandes hacendados y ganaderos de la explotación bovina comercial y la industria saladeril de la Provincia de Buenos Aires, en alianza con la burguesía comercial que manejaba el puerto de las Provincias Unidas. Rosas mismo, apelando a la Ley de Enfiteusis, distribuye antes del vencimiento de la ley —el cual se produciría efectivamente poco después— 4 millones de hectáreas entre 250 propietarios de su propia clase social.

			En su concepción de la organización de la sociedad se refleja su idea del manejo de la estancia y del personal que en ella trabajaba. Su manipulación paternalista del personal en la actividad ganadera la proyecta al manejo de los asuntos públicos y a la sociedad, convirtiéndose así en uno de los primeros gobernantes populistas del nuevo mundo. Su concepción populista de la política se basa en la movilización política de los pobres como apoyatura social para la acumulación de riquezas y poder al interior de su propia clase social.

			Por primera vez en la joven sociedad argentina un dirigente social interviene en la lucha política a sabiendas de que, para la consolidación de su proyecto, debía apoyarse en las clases pobres de la población y generar entre estos la ilusión que su condición de pobreza era responsabilidad de los enemigos políticos del líder.

			El resultado, ilusorio entre los pobres, es que la dominación que habrían detentado esos «enemigos de los sectores populares» habría llegado a su fin con la llegada del líder al gobierno, dando así inicio a una nueva era para las masas.

			El gobierno de Rosas fue uno de los primeros en el mundo —después de las dictaduras romanas— en el cual la identificación de un enemigo político propio sería trasmutado en enemigo de los sectores populares. La realidad era muy distinta, ya que la hegemonía social hasta ese momento la había detentado siempre su propia clase y su núcleo de alianzas, aunque el pobrerío que lo seguía pensara otra cosa.

			En Rosas encontramos, con 15 años de anticipación, un antecedente de Napoleón III —inescrupuloso sobrino de Napoleón I— que en 1850 irrumpió en la política francesa, e inauguró una etapa de autoritarismo y corrupción. En aquel momento Carlos Marx definió ese movimiento político y su forma de gobierno con el nombre de bonapartismo. Como todo populismo, asienta su poder en el dominio político que ejerce entre «los de abajo», sobre las masas más pobres de la población, y «por arriba», establece una estrecha alianza con aquellas corporaciones que contribuyan a afirmar su poder en una relación de mutuo beneficio. Esta concepción política no ha variado mucho con el paso de los años; los populistas de hoy son la continuidad histórica de sus padres políticos de hace más de 170 años.

			El populismo constituyó desde esa época un sino para la sociedad argentina en general y para sus masas trabajadoras en particular. Desde entonces —mediados del siglo XIX— el comportamiento político del país tiene una línea de continuidad histórica hacia el futuro, que se inicia en el apogeo del rosismo 100 años antes de su manifestación más acabada: el Movimiento Peronista.

			Otra característica del régimen de Rosas fue la organización de su propia fuerza paraestatal llamada Alianza Popular Restauradora (la Mazorca), que agrupaba a sectores marginales bajo una forma soldadesca. Los miembros de la Mazorca buscaban su reconocimiento social a través de la defensa a ultranza del poder político sin consideraciones de tipo moral o ético. Así, durante las épocas en que Rosas estaba fuera de Buenos Aires, ya fuera ocupándose de la administración de sus estancias o en sus campañas para fijar las fronteras frente al problema que significaban los malones, su casa se transformó en un reducto o centro de reunión de todo tipo de lumpen o marginal para el planeamiento de las tareas «purificadoras» que llevaría a cabo esa organización paramilitar. Toda esta actividad se realizaba bajo la atenta mirada y supervisión de Doña Encarnación Ezcurra de Rosas10, esposa y compañera política de Don Juan Manuel. Ella constituyó una aliada política tenaz para el vínculo con la Alianza Popular Restauradora a tal punto que a su muerte, en 1838, dicho agrupamiento paramilitar ordenó luto obligatorio a los habitantes de Buenos Aires.

			La división de la sociedad entre partidarios y enemigos del régimen es una constante del populismo en todas las épocas. Su fuerza política se alimenta de ese enfrentamiento y la razón nada tiene que hacer frente al carácter visceral que identifica su acción política. Todos los populismos, oligárquicos o plebeyos, han tenido como característica la mentira descarada y la creación de un «cuento popular» que, aunque ficticio en su relación con la realidad, es insistente como relato.

			Entre algunas concesiones a las masas y la represión sobre los opositores, Rosas afirma su gobierno durante casi 20 años y con el manejo del puerto y la aduana de Buenos Aires mantiene los recursos económicos y financieros para su proyecto. En términos de desarrollo de las fuerzas productivas sociales configura un período de estancamiento reaccionario en nuestra historia en el marco de un mercado mundial en ascenso.

			Entre 1822 y 1855, las empresas que procesaban de manera semiindustrial materias primas agropecuarias no llegaron a duplicar su número y registraron un crecimiento interanual no superior al 2,8%. Entre 1840 y 1848, el presupuesto provincial arrojó siempre un déficit anual creciente, y pasó de 14.343.521 pesos en 1840 a 31.294.346 pesos en 1848. Los mensajes dirigidos por Rosas a la Sala de Representantes iban, año a año, con el siguiente epígrafe: «A la administración que me suceda y a vuestras ilustradas deliberaciones, conciernen las medidas para frenar el déficit».11

			A la irresponsabilidad administrativa se sumaba el cinismo y el desprecio hacia las instituciones, concepto importante ya que este tipo de gobernante autoritario considera que el Estado es él mismo. Si encontramos alguna coincidencia con momentos de la Argentina de los últimos 70 años no es casualidad: es el relato populista.

			La base de toda la actividad para la panacea del rosismo continuó siendo la exportación de cueros y carne salada destinados a los mercados donde esta era consumida solo por una parte de la población: los esclavos. Su nexo económico internacional no era pues el mundo capitalista en ascenso sino aquella parte del mundo que representaba todo lo atrasado y reaccionario: el esclavismo. Rosas se vinculó a las sociedades esclavistas en extinción a través de la venta de tasajo —producto que constituía la base económica de su producción ganadera— siendo su único mercado las sociedades esclavistas del siglo XIX y el alimento de soldados en los frentes de batalla.

			Esta es otra característica de los populismos: sus nexos económicos internacionales se caracterizan por una escasa integración a la economía mundial y un comercio canalizado, preferentemente, hacia las economías con escaso desarrollo histórico y sociedades con baja calidad institucional.

			Con el usufructo de los ingresos y derechos aduaneros por exportaciones primarias Rosas logró, durante su gobierno entre 1836 y 1850, mantener su política populista sostenida con dádivas a las masas y la persecución bandidesca de la Mazorca hacia los opositores.

			Su manejo discrecional de la aduana comienza a generar enfrentamientos con los sectores federales del interior que sufrían, por la existencia de aquel monopolio, una traba para el propio desarrollo de sus burguesías comerciales. Sus acólitos del interior comenzaban a mirar con recelo a este hombre que nunca compartiría las ventajas comerciales de Buenos Aires.

			La sociedad en general transitaba una geografía entre urbana y rural donde comenzaban a manifestarse las primeras expresiones de las burguesías manufactureras en el Río de la Plata. Estas estaban constituidas por artesanos de oficios varios que, además de su trabajo personal, comenzaban a incorporar trabajadores asalariados en sus actividades.

			La estructura económica de la sociedad, fundamentalmente rural, basada en una relación social primordialmente mercantil, configuraba una forma pretérita de relaciones de producción burguesas que aún no llegaban a ser capitalistas por completo. Se necesitaría una sociedad más urbana y de mediano desarrollo capitalista para que esta forma social se «exportara» al sencillo mundo rural y transformara las relaciones antiguas en nuevas relaciones de producción burguesas en el campo.

			La producción de mercancías acompaña desde un principio a la producción rural. Aunque, históricamente, desde la ciudad las nuevas relaciones de producción van «colonizando» el medio rural, la relación específica capitalista en el campo aún no se había desarrollado. En aquellos años (entre 1840 y 1870), Europa atravesaba una oleada de revoluciones de signo obrero y con consecuencias acordes al desarrollo histórico de los distintos países. A causa de las limitaciones del propio capitalismo y de la propia clase obrera como clase independiente, en esa etapa la burguesía lograría su consolidación en los principales países europeos, controlando el poder y subordinando detrás de sí a toda la sociedad: a los restos de lo «viejo» y a las formas juveniles de lo «nuevo».

			En las regiones urbanas del Río de la Plata las relaciones de producción experimentan reformas en un sentido mercantil capitalista, aunque mantienen los rasgos esenciales de la relación entre los individuos para la producción de la vida material que existían en el medio rural. De esta manera, el lento avance del mundo burgués se iba abriendo caminos en la sociedad poscolonial.

			El dominio de la propiedad terrateniente del suelo y la explotación ganadera extensiva constituían el corazón del modo de producción. Pero como el «viejo topo», las relaciones de producción burguesas trabajaban y minaban poco a poco la vieja sociedad.12 En el interior el modo de producción no tenía diferencias cualitativas con el de Buenos Aires, pero el monopolio comercial porteño restringía sus posibilidades de negocios y de desarrollo. Esta manifiesta inequidad entre Buenos Aires y el interior de las Provincias Unidas agudizó las diferencias económicas y acumuló resentimientos políticos que desembocarían en un enfrentamiento militar entre Rosas y sus antiguos aliados.

			En 1852, en la Batalla de Caseros, el «Ejército Grande» bajo el mando y la dirección de Justo José de Urquiza derrota a las fuerzas de Buenos Aires al mando y dirección de Rosas. La batalla se libra a las puertas de Buenos Aires y luego, en San Nicolás de los Arroyos, se firma el acuerdo del mismo nombre por el cual Urquiza pone fin al gobierno de Rosas quien se exiló en Inglaterra, país con el cual había estrechado relaciones durante su gobierno.

			El régimen de Don Juan Manuel cae por razones militares, sobre todo debido a su deficiente dirección militar durante la batalla, pero su ciclo había finalizado por razones internas e internacionales. El sesgo cada vez más burgués de la sociedad y el desarrollo de las contradicciones con el interior no habrían tolerado su continuidad a largo plazo. Las fuerzas que impulsaban a la libre circulación de mercancías en estos territorios estaban conformadas por nuevas e incipientes burguesías comerciales del interior; las presiones económicas internacionales buscaban el mismo objetivo desde las lejanas épocas del monopolio comercial español. Esa misma función monopólica la jugaban, en ese momento, la burguesía comercial conservadora porteña y sus socios de la oligarquía terrateniente. En consecuencia, Buenos Aires firma el acuerdo con la Confederación por el cual se llamaría a un congreso constituyente para que redactara una Carta Magna que representara los intereses de las catorce provincias que formaban la Argentina de ese momento.

			El acuerdo firmado establecía la necesidad de un Congreso Nacional Constituyente, que sesionaría en Santa Fé, en el que se acordarían las bases sobre las cuales se organizaría la nación.

			En ese momento todas las provincias adhirieron al proyecto constitucional, pero al poco tiempo, en 1852, la Provincia de Buenos Aires repudió el acuerdo, negó su participación, y se declaró ligada institucionalmente al resto pero como estado autónomo. La burguesía comercial porteña no deseaba perder, o compartir, la hegemonía que su condición de Estado integrado13 le otorgaba —con una incipiente industria derivada de la ganadería y un puerto en las puertas de la nación— frente a un conglomerado de provincias con un menor grado de desarrollo económico social.

			En 1853, ante el peligro de una nueva confrontación, la Confederación apura la promulgación de la Constitución Nacional como resultado de lo cual Urquiza es elegido primer presidente del nuevo estado independiente. Este, en su Constitución, proclamaba ante el mundo y ante su propia población que definía su sistema de gobierno de tipo «representativo, republicano y federal». Pero las limitaciones que imponía el escaso desarrollo de la propia sociedad civil en ese momento determinaban que los alcances de su representatividad republicana fueran muy limitados. Su significado para los padres del proyecto y votantes no era más que una expresión de deseo del rumbo que debería tomar la república en el futuro. Las Bases, trabajo preclaro de Juan Bautista Alberdi, constituyen los fundamentos de la nueva Carta Magna.

			Como comentario adicional, vale decir que a partir de la revolución norteamericana —y sus constituciones estaduales— los nuevos estados de América del Sur inspiraron sus cartas magnas en las del país norteamericano en referencia a su carácter republicano y representativo mucho antes que en sus sociedades existieran una exigencia constitucional proveniente de la fortaleza de la sociedad civil.

			La votación de la Constitución en la Confederación Argentina obligó a Buenos Aires a elaborar y votar rápidamente su propia Carta Magna y de esa manera dio forma constitucional al Estado Autónomo de Buenos Aires que eligió a Pastor Obligado como su primer gobernador.

			Esta nueva constitución es la expresión jurídica y política de la voluntad de la burguesía porteña para la conservación monopólica del puerto y la aduana, las dos principales fuentes de recursos del nuevo Estado autónomo.

			La Constitución porteña tiene contenidos similares a la de la Confederación en cuanto al carácter republicano basado en la división de poderes, pero con diferencias en cuanto a la relación del Estado con la religión ya que este se declaraba Estado laico.

			En ambos casos, la debilidad de la sociedad burguesa en ese momento otorgaba una representatividad que se limitaba a los delegados políticos de las clases vinculadas a la propiedad del suelo y al comercio en general, a los militares de familias «patricias» y a sectores intelectuales volcados a la arena política.

			Buenos Aires reconocía a la Confederación, pero reivindicaba su autonomía y acordaba la alianza con las provincias frente a los ataques externos; aunque el tema en cuestión no se centraba en eventuales ataques del exterior, sino que el problema era un conflicto económico centrado en los derechos aduaneros monopolizados por la burguesía comercial porteña.

			La Provincia de Buenos Aires privaba a la Confederación de recursos aduaneros ya que el puerto porteño los absorbía casi por completo. Los problemas económicos que dieron lugar a la Batalla de Caseros persistían, y con nuevos bríos. La insuficiencia de recursos produjo una crisis de balanza de pagos con déficit del gasto público en las finanzas de la Confederación que comprometía la propia existencia de la misma.

			Para intentar paliar esa crisis, el Congreso de la Confederación aprobó una Ley de Derechos Aduaneros Diferenciales, la cual establecía que las mercancías introducidas directamente a los puertos de la Confederación sin pasar por el de Buenos Aires, pagarían una tasa común, mientras que las que procedían de aquella plaza tendrían un gravamen del doble de la tasa común. Para esta operatoria se utilizaría el puerto de Rosario.

			La ley buscaba disputarle a Buenos Aires el monopolio del comercio exterior. Pero la mayor parte de los buques extranjeros siguieron prefiriendo al puerto sobre el Río de la Plata para, por un lado, no tener que remontar el río Paraná hasta Rosario, y por otro, evitar un enfrentamiento con el puerto de Buenos Aires.

			El gobierno de la Confederación no logró crearse una sólida base financiera, aunque la medida en sí misma generó desagrado e inquietud en la burguesía comercial porteña, lo que acrecentó el enfrentamiento latente que existía desde décadas atrás.

			El derrocamiento y asesinato de Nazario Benavídez, Gobernador de San Juan, y personaje político de larga trayectoria vinculado a Urquiza y a la Confederación, aumentó el enfrentamiento. La reacción fue inmediata y la legislatura de la Confederación proclamó que se autorizaba a Urquiza para «incorporar Buenos Aires a la Confederación de manera pacífica o por acción de la fuerza». Esta exhortación fue tomada como virtual declaración de guerra por los autonomistas de Buenos Aires. Estos hechos ocurridos en 1858 constituyeron un detonante para el futuro enfrentamiento en los Bajos de Cepeda.

			Los sectores autonomistas radicales liderados por Adolfo Alsina y por el Coronel Bartolomé Mitre, deciden el enfrentamiento con la Confederación. El conflicto se resuelve de manera violenta, cuando el Ejército de Buenos Aires al mando de Mitre avanza hacia el norte, hasta el Arroyo del Medio y desde allí se desvía hacia el oeste al Arroyo de Cepeda cercano a Pergamino, lugar elegido para el enfrentamiento.

			Con el triunfo de Urquiza al mando de las tropas provinciales sobre el ejército porteño al mando del Coronel Mitre en la Batalla de Cepeda, el enfrentamiento se dirime a favor de la Confederación. Tras el triunfo, las fuerzas de Urquiza llegan a las puertas de Buenos Aires, lo cual obliga a la dirección política y militar porteña a firmar el Tratado de Paz y Unión de San José de Flores el 11 de noviembre de 1859. En este, Buenos Aires se obligaba a derogar la autonomía constitucional incorporándose a la Confederación. Este cambio implicaba ceder el monopolio del comercio exterior y la integración, en condición igualitaria, de la Confederación Argentina. Pero en Buenos Aires, esto no era aceptado de buena manera y de alguna forma, los autonomistas, esperaban su propia revancha. La burguesía comercial porteña tampoco aprobaba las consecuencias de la Batalla de Cepeda.

			Este período anárquico de la historia de mediados del siglo XIX tiene su resolución definitiva en un nuevo enfrentamiento armado entre Buenos Aires y la Confederación Argentina. Otra vez en 1861, Urquiza y Mitre, se encuentran en la zona de Arroyo del Medio (límite entre Santa Fé y Buenos Aires) en la denominada Batalla de Pavón.

			La jornada, que venía siendo claramente favorable a Urquiza, modifica su curso. El caudillo entrerriano, que podría haber liquidado el enfrentamiento con el envío de su caballería de reserva al frente de batalla, decide abandonar la plaza y marchar con sus tropas hacia el norte para desplazarse luego a Entre Ríos. Esta actitud favorece el triunfo de Mitre que, fortalecido, reorganiza sus tropas y avanza hasta Santa Fé.

			Los historiadores debaten, todavía hoy sobre este hecho. Están quienes acusan a Urquiza de traición al federalismo del interior a favor de la burguesía porteña por un acuerdo anterior entre los dos jefes militares. Actitudes posteriores de Urquiza frente a hechos de trascendencia nacional, como la guerra de la Triple Alianza contra el Paraguay, avalarían esta posición: Urquiza se transforma en un importante proveedor de pertrechos y alimentos para las tropas de la Alianza. Otros historiadores, en cambio, evalúan la actitud del caudillo entrerriano como un intento político de poner fin a 10 años de guerra civil y de esa manera lograr una nación con un territorio unificado y un desarrollo capitalista moderno integrado al capitalismo mundial.

			Esta posición también tiene su correlato, en tanto posición personal, con el propio proyecto de vida de Urquiza, próspero empresario burgués que buscó la integración nacional y la inversión productiva en la industria y el agro. Este aspecto de su actividad económica, en tanto burgués productivo avanzado, es uno de los aspectos que considera la segunda posición histórica, para fundamentar su comportamiento favorable a la unión nacional y favorecer así el desarrollo capitalista. Ambas posiciones historiográficas tienen un común denominador que constituye la razón última de los hechos, a saber: la oligarquía terrateniente en alianza con la burguesía comercial e industrial de Buenos Aires, en tanto el sector más concentrado y avanzado de la sociedad, terminan imponiendo su hegemonía a toda la nación; los focos rebeldes de algunos caudillos del interior terminarán derrotados uno a uno. Durante esos 10 años, entre 1852 y 1861, las relaciones de producción capitalistas, de manera sorda y constante, continuaban su labor de zapa tanto en la ciudad como en algunos sectores rurales.

			En resumen: desde la derrota del ejército español en las tierras del Río de la Plata, deviene un proceso que es el corazón mismo de la revolución burguesa incipiente, antes y después de la independencia de España: la lucha entre los partidarios del «librecambio» y los restos del monopolio comercial, antes español, ahora en manos de los antiguos socios de España, comerciantes y contrabandistas. Este grupo económico a través de la apropiación del puerto de Buenos Aires pretendía que la revolución fuese solo un cambio de manos del enorme negocio del monopolio comercial. No estaban interesados en el desarrollo de nuevas relaciones de producción que abrieran compuertas al desarrollo de renovadas fuerzas productivas; su condición monopólica les garantizaba el enriquecimiento comercial y sus vínculos sociales y parentales el acceso a tierras públicas.

			Así pues, el monopolio comercial ejercido por el puerto de Buenos Aires, por el cual se canalizaba de forma exclusiva el comercio internacional, y la aplicación de barreras aduaneras a las mercancías, son la causa del conflicto entre Buenos Aires y la Confederación. La autonomía de Buenos Aires no la obliga, por tanto, a compartir los beneficios de dicho monopolio, lo que hace posible la hegemonía porteña sobre toda la Confederación y es a la vez causa del decaimiento económico del interior.

			Las incipientes burguesías del interior, todavía en la fase de productores simples de mercancías, pretendían el libre recorrido de los ríos Uruguay y Paraná sin barreras aduaneras impuestas por el puerto de Buenos Aires que permitiera su propio comercio.

			Buenos Aires, el territorio más rico de la confederación, con una burguesía comercial propia y un puerto, pretendió siempre la hegemonía de la nación o lo que era el territorio nacional en ese momento. El futuro no cambiaría mucho esa situación.

			Las clases trabajadoras, dispersas y sin ninguna organización, eran manejadas por los caudillos políticos de la ciudad y del campo al solo efecto de incrementar su influencia en momentos electorales.

			No existe, durante el período de organización nacional, ninguna jurisprudencia que hiciera menos penosa la vida del pobre, el cual todavía no lograba sentirse, en su vida diaria, hombre jurídicamente libre.

			La Constitución de 1853 convirtió a los habitantes de las Provincias Unidas en individuos libres; la juridicidad los igualaba ante la ley. Aquellos que carecían de toda propiedad, excepto su propia fuerza de trabajo, debían venderla para vivir. Pero esto no era sencillo, requería que hubiera demanda laboral y otros en condiciones de comprarla. Se necesitaban hombres con capital. Ello solo era posible en los pocos centros urbanos existentes: principalmente Buenos Aires, y en menor medida Córdoba, Tucumán y lo que constituía las provincias de Cuyo. Por muchos años, los despojados de propiedad excederían la demanda de brazos para el trabajo asalariado.

			En la ciudad, la gran mayoría de los peones eran personal de servicio de las clases adineradas, dependientes de comercio, ayudantes y aprendices de pequeños burgueses y artesanos.

			Las profesiones demandadas por la incipiente burguesía eran pocas y se concentraban en el comercio urbano, las imprentas y actividades de manufactura primaria, como aprendices y trabajadores de oficios varios. Pero los desposeídos superaban las posibilidades de tan incipiente desarrollo capitalista.

			Desde fines de 1840, miles de pobres deambulaban por las zonas rurales en busca de trabajos de temporada donde solo algunos lograban ubicarse en tareas vinculadas a la ganadería y actividades relacionadas. Las primeras avanzadas como asalariados, vendedores de fuerza de trabajo, estaban en el sistema de conchabo14; sin nexos económicos y jurídicos demasiado firmes entre el capital y el trabajo asalariado.

			Muchos de estos pobres desposeídos formaban parte de los ejércitos seguidores de los caudillos del interior, quienes canalizaban sus contradicciones con la oligarquía y burguesía porteña a través de las reivindicaciones de los «sin tierra» o la incorporación a sus fuerzas armadas provinciales. Más tarde, cuando el área agrícola crece en cantidad y calidad, se convertirán en obreros agrícolas como trabajadores «golondrina».

			El encauzamiento orgánico de estos parias se efectuó también por medio del sistema de «leva forzosa», que los transformaba en tropa de zonas de frontera para resistir las incursiones de los indios, viviendo en condiciones miserables, aunque institucionalizados de forma precaria dentro de un estado incipiente. Esta forma de reclutamiento atenuaba la posibilidad de que aquellos se transformaran en un problema mayor, como el constituido por los «gauchos matreros», desposeídos fugitivos pasibles de la obligación de conchabo o alistados en el ejército de fronteras.

			Las nuevas relaciones sociales burguesas avanzaban en toda la sociedad. Nunca existen relaciones de producción puras; siempre hay entrelazamiento donde lo nuevo penetra por donde puede y coloniza lo viejo, a esta dinámica no escapa la sociedad oligárquica del siglo XIX.

			La condición de trabajador se extendía a los pequeños artesanos independientes de zonas urbanas y se limitaba a actividades y oficios tales como: herreros, talabarteros, imprenteros, albañiles, zapateros o a la condición de peón rural permanente o temporal, que extendía sus tareas a la faena de hacienda en las zonas rurales cercanas a las poblaciones urbanas.

			El salario, considerado como una «retribución», era más bien producto de la voluntad patronal que de una negociación entre hombres jurídicamente libres frente a un contrato laboral.

			A pesar de lo incipiente del régimen de trabajo asalariado antes de mediados del siglo XIX, se fundan las primeras organizaciones de trabajadores, principalmente en oficios artesanales y del comercio, bajo la influencia del anarquismo e inclusive del socialismo utópico.

			Los embriones de la organización sindical estuvieron en las primeras uniones de trabajadores que se basaban más bien en una organización de tipo mutual que en un típico sindicato obrero.

			En 1857 se crea la Sociedad Tipográfica de Socorros Mutuos Bonaerense la cual evoluciona, en 1877, a la Unión Tipográfica Bonaerense que lanzaría, un año más tarde, la primera huelga obrero-artesanal.

			Entre 1880 y 1900 se constituyen en Buenos Aires y otras ciudades del interior más de cincuenta organizaciones sindicales, pero esto ya corresponde, como veremos luego, a otra etapa de la sociedad argentina.

			El trabajador, en los años 1850-1860, estaba aún lejos de ser considerado socialmente un proletario; la sociedad también estaba lejos de ser específicamente burguesa en la vida económica. Solo aquellos escritores rioplatenses formados en las concepciones del nuevo pensamiento europeo, como Esteban Echeverría, hablan de la formación de un incipiente proletariado.

			Lo que sí podemos asegurar es que, desde Buenos Aires, la burguesía porteña, la más poderosa de aquellos días y aliada a la clase de los terratenientes exportadores, lideró un proceso de organización burguesa de la nación que culminó en el proyecto de la Generación del 80.15

			Argentina, luego de 70 años, desde el período de las luchas por la liberación nacional contra el colonialismo español y las guerras civiles posteriores hasta la organización nacional, logró completar la transformación burguesa del Estado y su institucionalización. Se constituyó así como un país políticamente independiente, sin reivindicaciones nacionales pendientes, unificado detrás de una Constitución que establecía su aspiración a ser una república democrático-burguesa, con igualdad jurídica de sus habitantes ante la ley, unificada territorialmente y sin barreras aduaneras internas que entorpecieran la libre circulación de las mercancías, incluyendo la fuerza de trabajo.

			La primera etapa de la revolución se había cumplido. Ahora se debían abrir los caminos para la transformación burguesa de la sociedad y la consiguiente extensión territorial de relaciones de producción capitalistas.

			Esta nueva etapa también llevará tiempo, luchas, triunfos y derrotas.

		


	
		
			III - La Generación del 80: 
paraíso para oligarquía terrateniente

			
				
					Verdad es que los campos y haciendas han tomado después de la revolución un valor infinitamente mayor que el que antes tenían, merced a la libertad de comercio; pero este valor no es debido a ninguna transformación ni mejora en la cría de animales ni los productos de nuestra industria, sino a la concurrencia del extranjero en demanda de esos frutos, y al aprecio y estimación que de ellos se hace. Debemos esa riqueza más a la naturaleza que a nuestra industria y trabajo.

				

				Esteban Echeverría - 1846

			

			Si nos retrotraemos hasta fines siglo XIX y a las primeras décadas del siguiente, seremos testigos del origen y crecimiento del primer programa económico y social que se impone en la sociedad argentina: el incipiente proyecto burgués de la oligarquía terrateniente.

			Este proyecto de hegemonía económica y social de la oligarquía se ejerció sobre toda la sociedad, inclusive sobre otros sectores de la burguesía con menor peso en la incipiente economía nacional. Constituyó, por su extensión, un modelo que permitió regir la actividad económica de la población durante varias décadas, aunque no todos participaban del mismo. El modelo, basado en la apropiación de renta del suelo, tuvo bajo la dirección política y el gobierno de la Generación del 80, una vigencia de 35-40 años, aproximadamente hasta la crisis capitalista mundial de 1929.

			Esta generación fue un fenómeno político y cultural que tuvo a Juan Bautista Alberdi como padre intelectual y si bien Domingo F. Sarmiento y Esteban Echeverría no se consideraron a sí mismos parte del proyecto terrateniente y lo criticaron políticamente, su participación y aporte político, literario y cultural, enriquece el nuevo modelo. El bagaje intelectual de los creadores del movimiento de la denominada «Generación del 37» impuso, cultural y políticamente, una impronta burguesa a los últimos 30-40 años del siglo XIX.

			Quienes lideraron y ejecutaron este proyecto desde 1880 hasta iniciado el siglo XX —Paul Groussac, Miguel Cané, Eduardo Wilde, Carlos Pellegrini, Luis Sáenz Peña, Joaquín V. González y otros— fueron expresión política de las clases dominantes como una de las consecuencias culturales de la Batalla de Pavón y tuvieron participación política inicial en el gobierno de Julio Argentino Roca a partir de 1880.

			Este proyecto se constituyó en la representación política de las clases dominantes a partir de mediados del siglo XIX, lo que significa que esas clases presentes en la sociedad, desde la oligarquía terrateniente, productores rurales medianos, burgueses industriales manufactureros hasta la burguesía comercial, fueron todas hegemonizadas claramente por la oligarquía terrateniente. Estos hombres, inspirados en la cultura europea y con la oportunidad económica que visualizaban en el viejo mundo, organizaron y dirigieron la vida política del país desde la perspectiva de esa clase. Las clases trabajadoras, dispersas y con escaso desarrollo, no tuvieron ninguna posibilidad de influencia política en esa etapa.

			El Estado, expresión política de la Constitución de la joven nación e imbuido por el pensamiento positivista de su época, toma de inmediato la tarea de extender su dominación a todo el territorio que se pretendía incorporar al nuevo país. Antes que la nueva realidad política influenciara al interior profundo de la joven nación, desde Buenos Aires —centro económico y político— se abrió la etapa de la república conservadora para todo el territorio nacional.

			
				Sobre la extensión territorial del nuevo estado burgués

				La campaña de Julio A. Roca a la Patagonia expresa la decisión del Estado central de incorporar 40 millones de hectáreas al territorio nacional y, a su vez, fijar las fronteras de la nueva nación en territorios habitados por pueblos indios. En esas regiones, luego de la apropiación militar de las tierras y con la propiedad del suelo conquistado y distribuido entre miembros de la clase dominante, proyectaron la expansión económica mediante la instalación de empresas que hicieran viable la explotación ganadera y minera.

				Los llamados «pueblos originarios americanos» generaban cuantiosas pérdidas a la actividad ganadera de los terratenientes, e inseguridad a los pobladores hasta alcanzar el centro de la Provincia de Buenos Aires. Sumado al robo de hacienda vacuna, cada malón provocaba la pérdida de centenares de vidas entre los colonos asentados en el interior, así como también la captura de miles de pobladores —hombres y mujeres— que, convertidos en prisioneros cautivos, en muchos casos en condición de esclavitud, eran obligados a realizar tareas indeseables en las tolderías.

				El problema del malón en el nuevo país había motivado, antes de 1878, otros intentos de campañas sobre los pueblos indígenas pero con resultados pobres y transitorios.16

				A partir de 1878, durante el gobierno de Nicolás Avellaneda, la Generación del 80 decide terminar definitivamente con el «problema indio». La campaña militar —conocida como la Conquista del Desierto— fue arrasadora y sus consecuencias humanas trágicas. Se realizó bajo la dirección política y militar de Roca, hijo dilecto de la oligarquía terrateniente, para el cual la apropiación estatal de millones de hectáreas significaría, además de la ampliación política de la nación, nuevos negocios para su clase social.

				Además de la muerte directa de más de 2 mil indios, miles de miembros de esas comunidades son capturados y llevados a Buenos Aires, donde terminan presos y muertos en Martín García o, en una cantidad importante, reducidos a servidumbre o abandonados y no integrados a ninguna clase de la sociedad porteña.

				Dominado el pueblo mapuche sobre la franja oeste del territorio nacional, Roca y sus tropas logran frenar el contrabando de la hacienda robada hacia el recientemente constituido Estado de Chile, donde los animales robados eran vendidos y faenados con destino a los mercados de Gran Bretaña. Este contrabando, producto de las incursiones de los malones hacia el interior de la Provincia de Buenos Aires, había adquirido tales proporciones que la propia actividad ganadera ya no estaba garantizada.

				La campaña, que contó con un gran despliegue militar y se extendió por un período de varios años, logró:

				
						Consolidar esos territorios desde el oeste de la meseta patagónica hasta el océano Atlántico y,

						Detener el avance de los mapuches en esa región para frenar, objetivamente, el exterminio sistemático que los mapuches ejecutaban sobre el pueblo tehuelche; en especial sobre aquellos agrupamientos o clanes que no aceptaban su incorporación a la forma de vida y la cultura mapuche.

				

				Esta práctica implicaba, en sí misma, el exterminio étnico de la colectividad tehuelche, ya que los pueblos de la estepa patagónica atravesaban una fase inferior en el desarrollo histórico, cultural y de organización militar, respecto de la comunidad mapuche.

				La llamada nación mapuche tiene, en lo que hoy conocemos como territorio argentino, un origen cercano en el tiempo. Conforma una extensión de la nación araucana, que ingresa masivamente desde el territorio chileno durante el primer cuarto del siglo XIX, y que fue liderada política y militarmente, a partir de 1833, por Calfucurá. Este caudillo indio, decidido e inteligente, se había transformado en un férreo cacique con excelentes cualidades militares y diplomáticas que le permitieron durante años liderar a todos los pueblos indios en una política de presión y negociación con los gobiernos de Buenos Aires. La campaña militar de Roca pronto desbarata su poder haciéndolo retroceder hasta zonas precordilleranas.

				Desde el sur de la Capitanía de Chile el pueblo araucano había luchado durante años en contra o a favor del imperio español, dependiendo de las circunstancias. Esta política de los araucanos persiste luego de la independencia chilena, aunque acotada y condicionada por la necesidad del Estado de Chile de hegemonizar su consolidación en el sur de su país. Como resultado de ese proceso penetraron, a través de la cordillera, a territorios de lo que hoy constituye Argentina.

				Históricamente, el encuentro de dos culturas en fases distintas en el desarrollo de sus condiciones de producción —como en el caso de los mapuches frente a los otros pueblos indios del territorio argentino— significó la total subordinación de estos últimos a las pautas culturales de los primeros o, en su defecto el exterminio del más débil en términos sociales y culturales. El caso del avance del Estado argentino sobre el territorio mapuche durante su consolidación representa un ejemplo de características similares.

				Esto, independientemente de los reparos morales y éticos que atesora hoy la sociedad de nuestro siglo, fue moneda corriente durante la fase de consolidación burguesa en el mundo, por no retrotraer el análisis a sociedades anteriores. Lo demás es parte de la historia, inclusive las fábulas que se gestaron al respecto.

				Aunque quizá parezca extemporáneo, es importante relacionar los motivos políticos y económicos de la Campaña del Desierto con la campaña política populista que se está llevando contra la figura de Julio A. Roca, identificándolo con los generales ejecutores de la última dictadura militar y el terrorismo de Estado. Quienes reclaman «genocidio» por la casi desaparición del pueblo mapuche deberían contemplar que:

				
						Teniendo en cuenta la lamentable muerte de miles de aborígenes, es necesario considerar los distintos momentos históricos comparados y cómo estos se corresponden con la ideología de cada época y las concepciones éticas, morales y políticas en sus clases dominantes y,

						La obligación histórica que afrontaba el Estado argentino en esa etapa, de afirmar su poder, extender y controlar la frontera política de la nación para la vigencia de la juridicidad de la clase dominante.

				

				Los pueblos indios constituían, luego de la brutal derrota de los caudillos del interior, la principal oposición armada para la conquista de las regiones del sur argentino. No estaba dentro de las ideas de la época, ni de las posibilidades objetivas, la inducción de esas comunidades para la emulación pacífica del modo de producción burgués.

				El proyecto del nuevo Estado nacional estaba dirigido a la conquista territorial y a reafirmar sus fronteras de explotación económica. En sus prioridades objetivas y la conciencia de los hechos cometidos no figuraban los intereses individuales o colectivos de los pueblos indígenas, solo la subordinación al nuevo orden. Convendría, entre quienes sostienen aquella valoración, que recaben entre las transmisiones verbales de la historia tehuelche, para llegar a una conclusión acerca del exterminio que los mapuches ejercieron sobre el pueblo tehuelche. Desgraciadamente la mayor prensa de unos induce a olvidos en el exterminio de otros.

				La valoración de los negocios sucios y apropiación personal de tierras que Roca y sus seguidores hicieron con la conquista, es motivo de otra discusión que, por otro lado, está implícitamente desarrollada en este trabajo.

				La campaña previa de Rosas entre 1833 y 1834, aún antes de contar con una constitución nacional y bajo la gobernación de Juan Ramón González de Balcarce tuvo también motivaciones económicas y políticas, a saber: impedir las incursiones de los pueblos aborígenes, el robo de ganado y la consolidación de un área segura para la expansión ganadera, que constituía la principal actividad económica de ese período, sin el halo de cuento infantil que el revisionismo histórico le otorgó a posteriori.

				Quienes hoy, con los parámetros éticos y culturales del siglo XXI, juzgan la campaña de Roca en el siglo XIX como «genocidio», sería bueno que recordaran que aquella incursión militar, reivindicada por el pensamiento rosista, cuyo objetivo fue consolidar la frontera de explotación ganadera con la consecuente recuperación de miles de cabezas de ganado, causó la muerte de entre 7 mil y 10 mil personas entre los pueblos indios. Las campañas de Rosas se extendieron desde Buenos Aires hacia el oeste hasta Mendoza y hacia el sur hasta Choele Choel, Río Negro. Nunca escuchamos acusaciones hacia el «gaucho Don Juan Manuel» por parte de quienes se sienten ligados ideológicamente al rosismo. Solo una mayor organización económica, militar y tecnología bélica, marcan las diferencias entre estos dos proyectos de extender la dominación de una nueva organización social sobre los territorios habitados por los pueblos indígenas.

			

			
				Sobre la consolidación del proyecto rentista

				De regreso al análisis del proyecto de clase en cuestión en ese período, la oligarquía terrateniente tradicional, que había incrementado su influencia política en los últimos 40 años, pudo organizar toda la economía del país detrás de dos ramas de la producción agraria: la producción de carnes y cueros, por medio de la ganadería extensiva; y la producción de cereales, como expresión de una nueva agricultura, la cual se desarrollaría con posterioridad a la primera.

				Este sistema de producción agrícola se asentaba en el «contrato de arriendo», con la explotación del suelo sobre tierras propiedad de los terratenientes. De esta conjunción de factores objetivos surgió, en la vida económica nacional, una relación social que contenía, por un lado, la figura real y jurídica del arrendatario, como uno de los polos de la contradicción social en ese momento; y por otro, la del propio terrateniente.

				La dinámica entre estas dos clases expresaba la lucha entre la renta territorial y la ganancia capitalista y, desde ese primer momento en la relación social, en tanto el producto era una mercancía, el capitalismo comenzaba a minar —aunque esto llevaría varios años— el poder de la renta del suelo.
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